
 

4. RECURSOS EN MATERIA ECONÓMICO – FINANCIERA Y 

ADMINISTRATIVA. 

4.1. Revisión y reconsideración. 

 

De este recurso ya se comentaron varias cosas en la primera unidad, en este 

tema se agregarán temas complementarios enfocados específicamente a la 

naturaleza del recurso de revisión. El recurso de revisión se interpone debido a 

una inconformidad que el recurrente haga valer ante una resolución dictada por la 

Sala Regional correspondiente, esto quiere decir, que se cuestionan los principios 

de legalidad del acto reclamado y, ante esta circunstancia estamos ante un 

recurso, según lo que hemos estado analizando. 

Así las cosas, podemos percatarnos que el recurso y el juicio son diferentes en su 

connotación, entonces ante tales conclusiones, cabe hacer la siguiente pregunta, 

¿porqué el recurso de revisión se desahoga o tramita como un juicio y no como lo 

que es, un recurso? 

Esta afirmación se puede concluir claramente cuando vemos la tramitación que 

dice: “interponiendo el recurso de revisión ante el Tribunal Colegiado de Circuito 

competente en la Sala Regional respectiva”. 

Por la autoridad ante la que se interpone, se maneja al recurso de revisión como 

un juicio, ya que el Tribunal Colegiado de Circuito conoce solo cuestiones en las 

que se ventile un amparo directo, y no entra en asuntos en los que se trata una 

controversia dentro de un procedimiento como es en el caso del recurso de 

revisión administrativa. 

Desde el momento en que es redactado el decreto de 1946 en donde se publica la 

creación del recurso de revisión, se denota la intención del legislador de que el 

recurso pudiera interponerse por ambas partes; posteriormente cambió a una sola 

de las partes (según el decreto del 30 de diciembre de 1950) o sea, a la autoridad 

fiscal. 

Pero hasta ese momento el error cometido por las legisladores no era completo, 

puesto que hasta 1988, el recurso de revisión lo conocía la Sala Superior del 



Tribunal Fiscal de la Federación, lo cual es correcto ya que se trata de un recurso 

y no de un juicio como para que se interponga ante el Tribunal Colegiado de 

Circuito como se ve en la actualidad.  

En la revisión no hay equilibrio procesal, tampoco se tramita como un recurso. La 

Suprema Corte en su jurisprudencia argumenta que se creó el recurso de revisión 

exclusivamente para las autoridades ante la imposibilidad de éstos de acudir al 

juicio de amparo por tratarse de una autoridad; pero reflexionando un poco sobre 

el asunto, cuando se entabla un juicio de nulidad, las partes son el particular y la 

autoridad administrativa, el actor puede recaer en cualquiera de los dos y por 

consiguiente ambos se sujetan a una autoridad superior, entonces ¿porqué si es 

parte en un juicio no se le toma en cuenta para llegar al amparo?. 

También cabe mencionar la afirmación que hacen los legisladores en su 

exposición de motivos de la segunda reforma a la fracción I del artículo 104 

constitucional cuando dice “para que cese la actual injustificada situación en que a 

través del amparo, el negocio más insignificante puede llegar a la Suprema Corte 

de Justicia, mientras esté negado el acceso al Tribunal supremo o negocios 

importantísimos en que los intereses públicos están de por medio.”  Tal afirmación 

está completamente fuera de contexto, puesto que para el particular las cosas no 

son ‘insignificantes’, porque existe una afectación a su esfera jurídica y sobre todo 

patrimonial. 

De lo anterior se aprecia, que son varias anomalías que se presentan en el 

recurso de revisión desde el momento de su concepción hasta el día de hoy y en 

dos vertientes: en su tramitación y en su naturaleza jurídica. 

Hasta aquí el recurso de revisión, toca ahora abordar el tema del recurso de 

reconsideración, sobre el que es oportuno comentar lo siguiente:  

Las resoluciones administrativas de carácter individual favorables a un particular 

sólo podrán ser modificadas por el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa  mediante juicio iniciado por las autoridades fiscales.  

Cuando la Secretaría de Hacienda y Crédito Público modifique las resoluciones 

administrativas de carácter general, estas modificaciones no comprenderán los 

efectos producidos con anterioridad a la nueva resolución. 



Las autoridades fiscales podrán, discrecionalmente, revisar las resoluciones 

administrativas de carácter individual no favorables a un particular emitidas por 

sus subordinados jerárquicamente y, en el supuesto de que se demuestre 

fehacientemente que las mismas se hubieran emitido en contravención a las 

disposiciones fiscales, podrán, por una sola vez, modificarlas o revocarlas en 

beneficio del contribuyente, siempre y cuando los contribuyentes no hubieren 

interpuesto medios de defensa y hubieren transcurrido los plazos para 

presentarlos, y sin que haya prescrito el crédito fiscal. 

Lo señalado en el párrafo anterior, no constituirá instancia y las resoluciones que 

dicte la Secretaría de Hacienda y Crédito Público al respecto no podrán ser 

impugnadas por los contribuyentes.1 El procedimiento de reconsideración 

administrativa, constituye un mecanismo sui géneris y excepcional que contribuye 

al autocontrol de la legalidad de los actos administrativos en materia fiscal, es 

decir, el legislador otorga un derecho a los contribuyentes basado en el 

autocontrol de la legalidad de los actos de las autoridades, cuya finalidad radica 

esencialmente en que prevalezca el derecho sobre cualquier acto ilegal.  

Así mismo se puede decir, que la reconsideración constituye el ejercicio de una 

facultad discrecional de las autoridades fiscales y administrativas. Facultad que 

solamente puede llevarse a cabo en una ocasión, dictando resolución mediante la 

cual la autoridad puede modificar o revocar, las resoluciones administrativas 

emitidas por sus subordinados jerárquicos que sean desfavorables a los intereses 

de los particulares.  

El mismo texto establece que la modificación o revocación emitida por la autoridad 

debe fundarse en la notoriedad de la justificación que asista al causante, y que el 

ejercicio de dicho derecho solo puede llevarse a cabo cuando por algún motivo el 

contribuyente, hubiese perdido el derecho a impugnar tales determinaciones a 

través de los medios ordinarios de defensa, siempre y cuando no haya prescrito el 

crédito fiscal. 

                                            
1 Código Fiscal de la Federación; Legislación Fiscal y su interpretación por el Poder Judicial de la Federación; 
México 2007; Artículo 36. 



El legislador previó la posibilidad, que no obstante un particular afectado por un 

acto administrativo, en especial, en materia fiscal, le hubiese fenecido toda 

posibilidad de combatirlo mediante los medios de defensa ordinarios, estableció la 

posibilidad de poderlo controvertirlo en aquellos casos en lo que existía notoriedad 

de que dicho acto se haya emitido en contravención a las disposiciones fiscales, y 

que por una sola ocasión se pudiese modificar o en su caso revocar en beneficio 

del contribuyente. 

El recurso de reconsideración administrativa se instituyó como un mecanismo 

excepcional de la legalidad de los actos administrativos en materia fiscal. 

Las resoluciones emitidas por las autoridades con motivo del recurso de 

reconsideración administrativa no podrán ser impugnadas, pues dicho mecanismo 

fue creado de manera excepcional con la finalidad de resarcir a los contribuyentes 

de la ilegal afectación que sufran en su esfera jurídica como consecuencia de las 

resoluciones desfavorables que han quedado firmes por no haberse impugnado a 

través de algún medio de defensa. 

Es decir, concretamente dicha resolución dictada por la autoridad no es 

susceptible de ser combatida a través del juicio de nulidad ante el Tribunal Federal 

de Justicia Fiscal y Administrativa, de igual forma no puede ser impugnada 

mediante el recurso de revocación previsto en el Código Tributario. 

Luego entonces, en atención al derecho tutelado por el legislador a favor del 

contribuyente, dicho derecho versa esencialmente sobre la petición de 

reconocimiento de un derecho tutelado, empero, cabe advertir que el precepto en 

cuestión establece que será un facultad discrecional de la autoridad para que 

actué si debe obrar o abstenerse, para resolver cuándo y cómo debe obrar, o aun 

para actuar libremente al contenido de su actuación, es decir, su ejercicio implica 

la posibilidad de optar, de elegir entre dos o más decisiones, pero en ningún 

momento actuar arbitrariamente, toda vez que dicha facultad discrecional queda 

sujeta a los requisitos de fundamentación y motivaciones exigidos por el artículo 

16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lo que conlleva 

que los actos discrecionales sean controlados por los órganos jurisdiccionales, 

criterio compartido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 



La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha dispuesto lo siguiente: 

 

“Registro IUS: 177850 

Localización: Novena Época, Primera Sala, Semanario Judicial de 

la Federación y su Gaceta, Tomo XXII, Julio de 2005, p. 440, tesis 

1a. LXXII/2005, aislada, Administrativa.  

Rubro: RECONSIDERACIÓN ADMINISTRATIVA. SU 

DESECHAMIENTO O NEGATIVA ES INATACABLE, AUN 

CUANDO SE RESUELVA FÍCTAMENTE. 

Texto: La reconsideración administrativa prevista en el artículo 36 

del Código Fiscal de la Federación no constituye un recurso, sino 

un medio para que la autoridad fiscal vuelva a analizar las 

resoluciones emitidas por sus subordinados jerárquicos, sin que 

ello implique la obligación de resolver favorablemente o de emitir 

una respuesta expresa. Ahora bien, el desechamiento o negativa 

de la reconsideración, sea expresa o tácita, no es impugnable 

ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa a 

través del juicio de nulidad, en tanto que el artículo 202, fracción 

XIV, del citado código dispone que el referido juicio no procede 

cuando la improcedencia resulte de alguna disposición de dicho 

ordenamiento legal o de las leyes fiscales especiales, y es el caso 

que el aludido artículo 36 señala que las resoluciones que 

recaigan a la reconsideración no podrán impugnarse por los 

contribuyentes. 

Precedentes: Amparo directo en revisión 600/2005. Servicios 

Generales de Administración, S.A. de C.V. 25 de mayo de 2005. 

Cinco votos. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: 

Miguel Bonilla López.”2 

 

4.2. Revocación. 

                                            
2 SUPREMA CORTE DE JUSTICA DE LA NACION; IUS 2007; ob. cit. 



 

Contra los actos administrativos dictados en materia fiscal federal, se podrá 

interponer el recurso de revocación.3 Este recurso es un medio de defensa 

legalmente establecido al alcance de los particulares para impugnar los actos y 

resoluciones dictadas por la autoridad en perjuicio de aquellos. Su interposición es 

optativa antes de acudir al Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. 

Este medio de defensa permite a la autoridad revisar sus actos a instancia de la 

parte interesada, cuando se considere lesionada por una resolución o acto 

administrativo que estime ilegal, de tal manera, que si resulta fundado su agravio, 

la autoridad puede revocarlo o modificarlo con el objeto de mantener la legalidad 

en el ejercicio de la función administrativa, concurriendo al mismo tiempo a 

garantizar los derechos e intereses de los particulares. 

El recurso de revocación se presentará ante la autoridad que emitió o ejecutó el 

acto impugnado, o de acuerdo a lo siguiente: 

 

AUTORIDADES 
COMPETENTES  

POR RESOLUCIONES 

Administración General 
Jurídica de Ingresos. 

Emitidas por esta administración o cualquier 
unidad administrativa adscrita al Servicio de 
Administración Tributaria del país. 

Dictadas por los Estados de la Federación en 
materia de ingresos coordinados. 

La Administración Central de lo 
Contencioso y la 
Administración de Recursos 
Administrativos. 

Emitidas las unidades administrativas que 
dependan de las Direcciones Generales o de 
las Administraciones Generales adscritas al 
Servicio de Administración Tributaria. 

También por las Administraciones Locales y 
unidades administrativas que dependan de 
éstas. 

Las Aduanas. 

Autoridades fiscales de las entidades 

                                            
3 Código Fiscal; ob. cit.; Artículo 116. 



federativas en materia de ingresos 
coordinados, así como cuando se impugne el 
procedimiento administrativo de ejecución 
aplicado por alguna de las unidades 
administrativas del SAT. 

  

AUTORIDADES 
COMPETENTES  

POR RESOLUCIONES 

Administración Especial 
Jurídica de Ingresos. 

Emitidas por las Administraciones Generales 
de Recaudación, de Auditoría Fiscal Federal y 
Jurídica de Ingresos o por las 
Administraciones Especiales de Recaudación 
y Auditoría Fiscal o por sus propias unidades 
administrativas. 

Administraciones Locales 
Jurídicas de Ingresos. 

Resoluciones emitidas por:  

Las Administraciones Locales de Auditoría 
Fiscal y de Recaudación o de las unidades 
administrativas que de ellas dependan. 

Las autoridades fiscales de las Entidades 
Federativas en materia de ingresos 
coordinados respecto de contribuyentes cuyo 
domicilio se encuentre en su circunscripción 
territorial. 

Las autoridades aduaneras cuya sede se 
encuentre dentro de su circunscripción 
territorial. 

Administración General 
Jurídica de Ingresos. 

En los demás casos que competan al Servicio 
de Administración Tributaria. 

 

4.3. Procedencia. 

 

El recurso de revocación procederá contra:  

I. Las resoluciones definitivas dictadas por autoridades fiscales federales que: 

a) Determinen contribuciones, accesorios o aprovechamientos. ( 

b) Nieguen la devolución de cantidades que procedan conforme a la ley. 



c) Dicten las autoridades aduaneras. 

d) Cualquier resolución de carácter definitivo que cause agravio al particular en 

materia fiscal, salvo aquellas a que se refieren los artículos 33-A, 36 y 74 del 

Código Fiscal de la Federación. 

II. Los actos de autoridades fiscales federales que: 

a) Exijan el pago de créditos fiscales, cuando se alegue que éstos se han 

extinguido o que su monto real es inferior al exigido, siempre que el cobro en 

exceso sea imputable a la autoridad ejecutora o se refiera a recargos, gastos de 

ejecución o a la indemnización a que se refiere el artículo 21 del  Código Fiscal de 

la Federación. 

b) Se dicten en el procedimiento administrativo de ejecución, cuando se alegue 

que éste no se ha ajustado a la ley. 

c) Afecten el interés jurídico de terceros, en los casos a que se refiere el artículo 

128 del Código Fiscal de la Federación . 

d) Determinen el valor de los bienes embargados a que se refiere el artículo 175 

del Código Fiscal de la Federación.  4 

 

CONTRA: PROCEDENCIA. 

  

  

  

  

Resoluciones definitivas 
dictadas por autoridades 
fiscales federales. 

Determinen: Contribuciones, accesorios 
(recargos, sanciones, gastos de ejecución y la 
indemnización del 20% por cheques devueltos) 
y aprovechamientos.  

Nieguen la devolución de cantidades que 
procedan conforme a la Ley.  

Dicten las autoridades aduaneras.  

Cualquier resolución de carácter definitivo que 
cause agravio al particular, excepto 
resoluciones emitidas en justicia de ventanilla y 
la revisión de resoluciones administrativas no 
favorables al contribuyente cuando no se 
interpongan los medios de defensa y hubiese 
transcurrido el plazo para presentarlos y 

                                            
4 Ibídem; Artículo 117. 



resoluciones sobre condonación de multas. 

  

  

  

Actos  
de autoridad fiscal  
federal.  

Exijan el pago de créditos fiscales, en los 
siguientes casos:  

Cuando el contribuyente argumente que éstos 
se han extinguido.  

Que su monto real es inferior al exigido, 
siempre que el cobro en exceso sea atribuible 
a la autoridad ejecutora.  

Se refiera a recargos, gastos de ejecución o a 
la indemnización del 20% por cheque 
presentado en tiempo y no sea pagado.  

Se dicten en el procedimiento administrativo de 
ejecución, cuando el contribuyente señale que 
no se ajustó a la ley.  

Afecten el interés jurídico de un tercero cuando 
afirme:  

Ser propietario de los bienes o negociaciones, 
o titular de los derechos embargados.  

Tener derecho a que los créditos a su favor se  

paguen con preferencia a los fiscales.  

Determinen el valor de avalúo de los bienes 
muebles, inmuebles o negociaciones 
embargados. 

 

La interposición del recurso de revocación será optativa para el interesado antes 

de acudir al Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. Cuando un 

recurso se interponga ante autoridad fiscal incompetente, ésta lo turnará a la que 

sea competente.5  

El interesado podrá optar por impugnar un acto a través del recurso de revocación 

o promover, directamente contra dicho acto, juicio ante el Tribunal Federal de 

Justicia Fiscal y Administrativa. Deberá intentar la misma vía elegida si pretende 

                                            
5 Ibídem; Artículo 120. 



impugnar un acto administrativo que sea antecedente o consecuente de otro; en el 

caso de resoluciones dictadas en cumplimiento de las emitidas en recursos 

administrativos, el contribuyente podrá impugnar dicho acto, por una sola vez, a 

través de la misma vía.  

Si la resolución dictada en el recurso de revocación se combate ante el Tribunal 

Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, la impugnación del acto conexo deberá 

hacerse valer ante la Sala Regional del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa que conozca del juicio respectivo. 

Los procedimientos de resolución de controversias previstos en los tratados para 

evitar la doble tributación de los que México es parte, son optativos y podrán ser 

solicitados por el interesado con anterioridad o posterioridad a la resolución de los 

medios de defensa previstos por el Código Fiscal de la Federación. Los 

procedimientos de resolución de controversias son improcedentes contra las 

resoluciones que ponen fin al recurso de revocación o al juicio ante el Tribunal 

Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.6 

El recurso de revocación no procederá contra actos que tengan por objeto hacer 

efectivas fianzas otorgadas en garantía de obligaciones fiscales a cargo de 

terceros. 7  

Cuando el recurso de revocación se interponga porque el procedimiento 

administrativo de ejecución no se ajustó a la Ley, las violaciones cometidas antes 

del remate, sólo podrán hacerse valer ante la autoridad recaudadora hasta el 

momento de la publicación de la convocatoria de remate, y dentro de los diez días 

siguientes a la fecha de publicación de la citada convocatoria, salvo que se trate 

de actos de ejecución sobre bienes legalmente inembargables o de actos de 

imposible reparación material, casos en que el plazo para interponer el recurso se 

computará a partir del día hábil siguiente al en que surta efectos la notificación del 

requerimiento de pago o del día hábil siguiente al de la diligencia de embargo.  

                                            
6 Ibídem; Artículo 125. 
7 Ibídem; Artículo 126. 



Si las violaciones tuvieren lugar con posterioridad a la mencionada convocatoria o 

se tratare de venta de bienes fuera de subasta, el recurso se hará valer contra la 

resolución que finque el remate o la que autorice la venta fuera de subasta.8 

El tercero que afirme ser propietario de los bienes o negociaciones, o titular de los 

derechos embargados, podrá hacer valer el recurso de revocación en cualquier 

tiempo antes de que se finque el remate, se enajenen fuera de remate o se 

adjudiquen los bienes a favor del fisco federal. El tercero que afirme tener derecho 

a que los créditos a su favor se cubran preferentemente a los fiscales federales, lo 

hará valer en cualquier tiempo antes de que se haya aplicado el importe del 

remate a cubrir el crédito fiscal. 9  

En contra de todas las resoluciones definitivas que dicten las autoridades 

aduaneras procederá el recurso de revocación establecido en el Código Fiscal de 

la Federación. La interposición del recurso de revocación será optativa para el 

interesado antes de acudir al Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.10 

La Suprema Corte de Justicia ha dispuesto lo siguiente: 

 

“Registro IUS: 175012 

Localización: Novena Época, Tribunales Colegiados de Circuito, 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIII, 

Mayo de 2006, p. 1857, tesis VIII.1o.78 A, aislada, Administrativa.  

Rubro: RECURSO DE REVOCACIÓN EN MATERIA FISCAL. SU 

AMPLIACIÓN CUANDO EL PARTICULAR NIEGA CONOCER EL 

ACTO CONSTITUYE UNA FORMALIDAD ESENCIAL DEL 

PROCEDIMIENTO CUYO EJERCICIO NO DEBE SER NEGADO 

DE PLANO. 

Texto: El artículo 129, fracción II, del Código Fiscal de la 

Federación establece que cuando se alegue que un acto 

administrativo no fue notificado o que lo fue ilegalmente, y se trate 

                                            
8 Ibídem; Artículo 127. 
9 Ibídem; Artículo 128. 
10 Ley Aduanera; Legislación Fiscal y su interpretación por el Poder Judicial de la Federación; ob. cit.;  
Artículo 203. 



de aquellos actos recurribles en términos del artículo 117 del 

propio ordenamiento tributario federal, si el particular niega 

conocerlos, corresponde a la autoridad fiscal competente acreditar 

el hecho, haciendo saber al particular dicho acto junto con su 

notificación, para que este último se encuentre en condiciones de 

ampliar su recurso e impugnarlos dentro del plazo de cuarenta y 

cinco días, contado a partir del siguiente al de su conocimiento. 

Esto es así, ya que dicha ampliación del recurso administrativo 

constituye una formalidad esencial del procedimiento y su 

ejercicio no debe ser negado de plano, ni siquiera bajo el 

argumento de la autoridad de estimarse notoriamente infundada la 

negativa que manifieste el actor en cuanto a su conocimiento, 

pues conforme al artículo 68 del Código Fiscal de la Federación, 

las autoridades fiscales están obligadas a probar los hechos que 

motiven los actos o resoluciones cuando el afectado los niegue 

lisa y llanamente. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL OCTAVO CIRCUITO. 

Precedentes: Revisión fiscal 289/2005. Administrador Local 

Jurídico de Torreón, en el Estado de Coahuila. 10 de febrero de 

2006. Unanimidad de votos. Ponente: Marco Antonio Arroyo 

Montero. Secretario: Jacinto Faya Rodríguez.”11 

 

4.4. Tramitación. 

 

El escrito de interposición del recurso de revocación deberá presentarse ante la 

autoridad competente en razón del domicilio del contribuyente o ante la que emitió 

o ejecutó el acto impugnado, dentro de los cuarenta y cinco días siguientes a 

aquel en que haya surtido efectos su notificación excepto lo dispuesto en los 

artículos 127 y 175 del Código Fiscal de la Federación, en que el escrito del 

recurso deberá presentarse dentro del plazo que en los mismos se señala.  

                                            
11 SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN; IUS 2008; ob. cit.;  



El escrito de interposición del recurso podrá enviarse a la autoridad competente en 

razón del domicilio o a la que emitió o ejecutó el acto, por correo certificado con 

acuse de recibo, siempre que el envío se efectúe desde el lugar en que resida el 

recurrente. En estos casos, se tendrá como fecha de presentación del escrito 

respectivo, la del día en que se entregue a la oficina exactora o se deposite en la 

oficina de correos. 

Si el particular afectado por un acto o resolución administrativa fallece durante el 

plazo a que se refiere este artículo, se suspenderá hasta un año, si antes no se 

hubiere aceptado el cargo de representante de la sucesión. También se 

suspenderá el plazo para la interposición del recurso si el particular solicita a las 

autoridades fiscales iniciar el procedimiento de resolución de controversias 

contenido en un tratado para evitar la doble tributación incluyendo, en su caso, el 

procedimiento arbitral. En estos casos, cesará la suspensión cuando se notifique 

la resolución que da por terminado dicho procedimiento inclusive, en el caso de 

que se dé por terminado a petición del interesado. 

En los casos de incapacidad o declaración de ausencia, decretadas por autoridad 

judicial, cuando el particular se encuentre afectado por un acto o resolución 

administrativa, se suspenderá el plazo para interponer el recurso de revocación 

hasta por un año. La suspensión cesará cuando se acredite que se ha aceptado el 

cargo de tutor del incapaz o representante legal del ausente, siendo en perjuicio 

del particular si durante el plazo antes mencionado no se provee sobre su 

representación.12 

El escrito de interposición del recurso de revocación deberá satisfacer los 

requisitos del artículo 18 del Código Fiscal de la Federación y señalar además:  

I. La resolución o el acto que se impugna. 

II. Los agravios que le cause la resolución o el acto impugnado. 

III. Las pruebas y los hechos controvertidos de que se trate. 

Cuando no se expresen los agravios, no se señale la resolución o el acto que se 

impugna, los hechos controvertidos o no se ofrezcan las pruebas a que se refieren 

las fracciones I, II y III, la autoridad fiscal requerirá al promovente para que dentro 

                                            
12 Código Fiscal del Federación; ob. cit.; Artículo 121. 



del plazo de cinco días cumpla con dichos requisitos. Si dentro de dicho plazo no 

se expresan los agravios que le cause la resolución o acto impugnado, la 

autoridad fiscal desechará el recurso; si no se señala el acto que se impugna se 

tendrá por no presentado el recurso; si el requerimiento que se incumple se refiere 

al señalamiento de los hechos controvertidos o al ofrecimiento de pruebas, el 

promovente perderá el derecho a señalar los citados hechos o se tendrán por no 

ofrecidas las pruebas, respectivamente. 

Cuando no se gestione en nombre propio, la representación de las personas 

físicas y morales, deberá acreditarse en términos del artículo 19 del Código Fiscal 

de la Federación.13 

El promovente deberá acompañar al escrito en que se interponga el recurso:  

I. Los documentos que acrediten su personalidad cuando actúe a nombre de otro 

o de personas morales, o en los que conste que ésta ya hubiera sido reconocida 

por la autoridad fiscal que emitió el acto o resolución impugnada o que se cumple 

con los requisitos a que se refiere el primer párrafo del artículo 19 del cuerpo de 

normas jurídicas antes referido. 

II. El documento en que conste el acto impugnado. 

III. Constancia de notificación del acto impugnado, excepto cuando el promovente 

declare bajo protesta de decir verdad que no recibió constancia o cuando la 

notificación se haya practicado por correo certificado con acuse de recibo o se 

trate de negativa ficta. Si la notificación fue por edictos, deberá señalar la fecha de 

la última publicación y el órgano en que ésta se hizo. 

IV. Las pruebas documentales que ofrezca y el dictamen pericial, en su caso. 

Los documentos a que se refieren las fracciones anteriores, podrán presentarse 

en fotocopia simple, siempre que obren en poder del recurrente los originales. En 

caso de que presentándolos en esta forma la autoridad tenga indicios de que no 

existen o son falsos, podrá exigir al contribuyente la presentación del original o 

copia certificada. 

Cuando las pruebas documentales no obren en poder del recurrente, si éste no 

hubiere podido obtenerlas a pesar de tratarse de documentos que legalmente se 

                                            
13 Ibídem; Artículo 122. 



encuentren a su disposición, deberá señalar el archivo o lugar en que se 

encuentren para que la autoridad fiscal requiera su remisión cuando ésta sea 

legalmente posible.  

Para este efecto deberá identificar con toda precisión los documentos y, 

tratándose de los que pueda tener a su disposición, bastará con que acompañe la 

copia sellada de la solicitud de los mismos. Se entiende que el recurrente tiene a 

su disposición los documentos, cuando legalmente pueda obtener copia 

autorizada de los originales o de las constancias de éstos. 

La autoridad fiscal, a petición del recurrente, recabará las pruebas que obren en el 

expediente en que se haya originado el acto impugnado, siempre que el 

interesado no hubiere tenido oportunidad de obtenerlas. 

Cuando no se acompañe alguno de los documentos a que se refieren las 

fracciones anteriores, la autoridad fiscal requerirá al promovente para que los 

presente dentro del término de cinco días. Si el promovente no los presentare 

dentro de dicho término y se trata de los documentos a que se refieren las 

fracciones I a III referidas con antelación, se tendrá por no interpuesto el recurso; 

si se trata de las pruebas a que se refiere la fracción IV expresada con 

anterioridad, las mismas se tendrán por no ofrecidas.14 

Es improcedente el recurso cuando se haga valer contra actos administrativos:  

I. Que no afecten el interés jurídico del recurrente. 

II. Que sean resoluciones dictadas en recurso administrativo o en cumplimiento de 

sentencias. 

III. Que hayan sido impugnados ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa. 

IV. Que se hayan consentido, entendiéndose por consentimiento el de aquéllos 

contra los que no se promovió el recurso en el plazo señalado al efecto. 

V. Que sean conexos a otro que haya sido impugnado por medio de algún recurso 

o medio de defensa diferente. 

                                            
14 Ibídem; Artículo 123. 



VI. En caso de que no se amplíe el recurso administrativo o si en la ampliación no 

se expresa agravio alguno, tratándose de lo previsto por la fracción II del artículo 

129 del Código Fiscal de la Federación. 

VII. Si son revocados los actos por la autoridad. 

VIII. Que hayan sido dictados por la autoridad administrativa en un procedimiento 

de resolución de controversias previsto en un tratado para evitar la doble 

tributación, si dicho procedimiento se inició con posterioridad a la resolución que 

resuelve un recurso de revocación o después de la conclusión de un juicio ante el 

Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.  

IX. Que sean resoluciones dictadas por autoridades extranjeras que determinen 

impuestos y sus accesorios cuyo cobro y recaudación hayan sido solicitados a las 

autoridades fiscales mexicanas, de conformidad con lo dispuesto en los tratados 

internacionales sobre asistencia mutua en el cobro de los que México sea parte.15 

Procede el sobreseimiento en los casos siguientes:  

I. Cuando el promovente se desista expresamente de su recurso. 

II. Cuando durante el procedimiento en que se sustancie el recurso administrativo 

sobrevenga alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el artículo 

124 del Código Fiscal de la Federación. 

III. Cuando de las constancias que obran en el expediente administrativo quede 

demostrado que no existe el acto o resolución impugnada. 

IV. Cuando hayan cesado los efectos del acto o resolución impugnada.16 

En el recurso de revocación se admitirá toda clase de pruebas, excepto la 

testimonial y la de confesión de las autoridades mediante absolución de 

posiciones. No se considerará comprendida en esta prohibición la petición de 

informes a las autoridades fiscales, respecto de hechos que consten en sus 

expedientes o de documentos agregados a ellos.  

Las pruebas supervenientes podrán presentarse siempre que no se haya dictado 

la resolución del recurso. 

                                            
15 Ibídem; Artículo 124. 
16 Ibídem; Artículo 124-A. 



Harán prueba plena la confesión expresa del recurrente, las presunciones legales 

que no admitan prueba en contrario, así como los hechos legalmente afirmados 

por autoridad en documentos públicos, incluyendo los digitales; pero, si en los 

documentos públicos citados se contienen declaraciones de verdad o 

manifestaciones de hechos de particulares, los documentos sólo prueban 

plenamente que, ante la autoridad que los expidió, se hicieron tales declaraciones 

o manifestaciones, pero no prueban la verdad de lo declarado o manifestado. 

Cuando se trate de documentos digitales con firma electrónica distinta a una firma 

electrónica avanzada o sello digital, para su valoración, se estará a lo dispuesto 

por el artículo 210-A del Código Federal de Procedimientos Civiles. 

Las demás pruebas quedarán a la prudente apreciación de la autoridad. 

Si por el enlace de las pruebas rendidas y de las presunciones formadas, las 

autoridades adquieren convicción distinta acerca de los hechos materia del 

recurso, podrán valorar las pruebas sin sujetarse a lo dispuesto en este artículo, 

debiendo en ese caso fundar razonadamente esta parte de su resolución. 

Para el trámite, desahogo y valoración de las pruebas ofrecidas y admitidas, serán 

aplicables las disposiciones legales que rijan para el juicio contencioso 

administrativo federal, a través del cual se puedan impugnar las resoluciones que 

pongan fin al recurso de revocación, en tanto no se opongan a lo dispuesto en 

este Capítulo.17 

La autoridad deberá dictar resolución y notificarla en un término que no exceda de 

3 meses contados a partir de la fecha de interposición del recurso, y que el 

silencio de la autoridad significará que se ha confirmado el acto impugnado, es 

decir, que opera lo que comúnmente se conoce como "negativa ficta". 

Esto deja abierta la posibilidad al particular para impugnar en cualquier tiempo la 

presunta confirmación del acto o resolución, o bien esperar a que se dicte la 

resolución expresa por parte de la autoridad. 

La resolución que ponga fin al recurso podrá: 

a) Desecharlo por improcedente, tenerlo por no interpuesto o sobreseerlo, en su 

caso.  

                                            
17 Ibídem; Artículo 130. 



b) Confirmar el acto o resolución impugnado.  

c) Mandar reponer el procedimiento administrativo o que se emita una nueva 

resolución.  

d) Dejar sin efectos el acto o resolución impugnado.  

e) Modificar el acto o resolución impugnado, o dictar uno nuevo que lo sustituya 

cuando el recurso sea total o parcialmente resuelto a favor del recurrente.  

Si la resolución ordena realizar un determinado acto o iniciar la reposición del 

procedimiento, deberá cumplirse en un plazo de cuatro meses, contados a partir 

de la fecha en que dicha resolución se encuentre firme, aun cuando hayan 

transcurrido los plazos de 6 meses para concluir la visita domiciliaria o revisión de 

gabinete y 5 años para que se compute la caducidad de las facultades de la 

autoridad.  

Las autoridades fiscales que hayan emitido los actos o resoluciones recurridas, y 

cualesquiera otra autoridad relacionada, están obligadas a cumplir las 

resoluciones dictadas en el recurso de revocación, conforme a lo siguiente:  

I. Cuando se deje sin efectos el acto o la resolución recurrida por un vicio de 

forma, éstos se pueden reponer subsanando el vicio que produjo su revocación. Si 

se revoca por vicios del procedimiento, éste se puede reanudar reponiendo el acto 

viciado y a partir del mismo. 

a) Si tiene su causa en un vicio de forma de la resolución impugnada, ésta se 

puede reponer subsanando el vicio que produjo su revocación; en el caso de 

revocación por vicios de procedimiento, éste se puede reanudar reponiendo el 

acto viciado y a partir del mismo. 

En ambos casos, la autoridad que deba cumplir la resolución firme cuenta con un 

plazo de cuatro meses para reponer el procedimiento y dictar una nueva 

resolución definitiva, aun cuando hayan transcurrido los plazos señalados en los 

artículos 46-A y 67 del Código Fiscal de la Federación . 

En el caso previsto en el párrafo anterior, cuando sea necesario realizar un acto 

de autoridad en el extranjero o solicitar información a terceros para corroborar 

datos relacionados con las operaciones efectuadas con los contribuyentes, en el 

plazo de tres meses no se contará el tiempo transcurrido entre la petición de la 



información o de la realización del acto correspondiente y aquél en el que se 

proporcione dicha información o se realice el acto. Igualmente, cuando en la 

reposición del procedimiento se presente alguno de los supuestos de suspensión 

a que se refiere el artículo 46-A del Código Fiscal de la Federación, tampoco se 

contará dentro del plazo de tres meses el periodo por el que se suspende el plazo 

para concluir las visitas domiciliarias o las revisiones de gabinete, previsto en 

dicho precepto, según corresponda, sin que dicho plazo pueda exceder de 5 años 

contados a partir de que se haya emitido la resolución. 

Si la autoridad tiene facultades discrecionales para iniciar el procedimiento o para 

dictar un nuevo acto o resolución en relación con dicho procedimiento, podrá 

abstenerse de reponerlo, siempre que no afecte al particular que obtuvo la 

revocación del acto o resolución impugnada. 

Los efectos que establece esta fracción se producirán sin que sea necesario que 

la resolución del recurso lo establezca, aun cuando la misma revoque el acto o 

resolución impugnada sin señalar efectos. 

b) Cuando la resolución impugnada esté viciada en cuanto al fondo, la autoridad 

no podrá dictar una nueva resolución sobre los mismos hechos, salvo que la 

resolución le señale efectos que le permitan volver a dictar el acto. En ningún caso 

el nuevo acto administrativo puede perjudicar más al actor que la resolución 

impugnada ni puede dictarse después de haber transcurrido cuatro meses, 

aplicando en lo conducente lo establecido en el segundo párrafo siguiente al inciso 

a) que antecede. 

Para los efectos de este inciso, no se entenderá que el perjuicio se incrementa 

cuando se trate de recursos en contra de resoluciones que determinen 

obligaciones de pago que se aumenten con actualización por el simple transcurso 

del tiempo y con motivo de los cambios de precios en el país o con alguna tasa de 

interés o recargos. 

Cuando se interponga un medio de impugnación, se suspenderá el efecto de la 

resolución hasta que se dicte la sentencia que ponga fin a la controversia. 



Los plazos para cumplimiento de la resolución que establece este artículo, 

empezarán a correr a partir del día hábil siguiente a aquél en el que haya quedado 

firme la resolución para el obligado a cumplirla. 

II. Cuando se deje sin efectos el acto o la resolución recurrida por vicios de fondo, 

la autoridad no podrá dictar un nuevo acto o resolución sobre los mismos hechos, 

salvo que la resolución le señale efectos que le permitan volver a dictar el acto o 

una nueva resolución. En ningún caso el nuevo acto o resolución administrativa 

puede perjudicar más al actor que el acto o la resolución recurrida. 

Para los efectos de esta fracción, no se entenderá que el perjuicio se incrementa 

cuando se trate de recursos en contra de resoluciones que determinen 

obligaciones de pago que se aumenten con actualización por el simple transcurso 

del tiempo y con motivo de los cambios de precios en el país o con alguna tasa de 

interés o recargos. 

Cuando se interponga un medio de impugnación, se suspenderá el efecto de la 

resolución recaída al recurso hasta que se dicte la sentencia que ponga fin a la 

controversia. Asimismo, se suspenderá el plazo para dar cumplimiento a la 

resolución cuando el contribuyente desocupe su domicilio fiscal sin haber 

presentado el aviso de cambio correspondiente o cuando no se le localice en el 

que haya señalado, hasta que se le localice. 

Los plazos para cumplimiento de la resolución que establece este artículo 

empezarán a correr a partir de que hayan transcurrido los 45 días para impugnar 

la resolución, salvo que el contribuyente demuestre haber interpuesto medio de 

defensa.18 

 

4.5. Amparo. 

 

Un punto de vinculación entre el amparo y los recursos administrativos y fiscales 

radica específicamente en el recurso de revisión, al respecto es procedente 

realizar un somero estudio comparativo entre el amparo y los recursos. 

                                            
18 Ibídem; Artículo 133-A. 



Para empezar hay que decir que el juicio de amparo tiene discrepancias en su 

naturaleza jurídica, lo que ha originado una discusión doctrinal respecto a si es o 

no un juicio o un recurso.  

La doctrina ha coincidido en su mayoría en que el amparo como un verdadero 

juicio, puesto que es un proceso que se da fuera de un procedimiento ya 

establecido, y además, como bien lo ha determinado la jurisprudencia, la finalidad 

del amparo es vigilar que no se violen las garantías constitucionales de los 

gobernados. En cambio, en el recurso se ventilan cuestiones que versan sobre el 

mismo punto de que se trató el litigio o el acto de la administración controvertido o 

impugnado, esto quiere decir, que se reconsidere la resolución que se dio 

respecto al acto impugnado. 

Una noción del juicio de amparo es la siguiente:  

 

“ (T) una institución que se tramita y resuelve por los órganos del 

Poder judicial Federal, y excepcionalmente por los órganos 

jurisdiccionales locales, a instancia del gobernado que considera 

que un acto de autoridades le afecta su esfera jurídica por ser 

contrario a las garantías que en su favor consagra la Constitución, 

después de haber agotado contra él los medios de defensa 

ordinarios, con el objeto de que el mismo se deje insubsistente y 

sin efecto en el caso especial sobre el que versa la demanda, y se 

le mantenga o restituye en el goce de la garantía que estima 

infringida”19 

 

Hay dos clases de amparo, el indirecto y el directo. El primero de ellos es también 

llamado “biinstancial”, ya que en su tramitación se realiza en dos instancias, una 

originaria que se tramita ante el Juez de Distrito, y una segunda que se da ante el 

Tribunal Colegiado de Circuito o ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación –

amparo contra leyes que tenga importancia y trascendencia nacional-. 

                                            
19 ESPINOZA BARRAGAN, Manuel Bernardo; Juicio de Amparo; Oxford; México; 1999; pp. 31, 32.  



Esto obliga a verter en este momento una noción del amparo indirecto, realizando 

lo propio con el del amparo directo más adelante en esta misma unidad. El primero 

de los amparos:  

 

“Es un proceso constitucional denominado también juicio 

biinstancial, cuya competencia corresponde a los Tribunales 

Federales en términos de lo que previenen los artículos 103 y 

107, fracciones III, incisos b) y c), IV, VII y VIII, de la Constitución 

General de la República y 114 de la Ley de Amparo, esto es, 

cuando en la demanda correspondiente se impugna la 

inconstitucionalidad de una ley federal o local, tratado 

internacional o reglamento, en los casos de invasión de esferas o 

cuando se reclaman actos de autoridad, cuya ejecución tenga la 

característica de imposible reparación fuera de juicio o después 

de concluido éste, una vez agotados los recursos que en su caso 

procedan, es decir, cuando con dichos actos posiblemente se 

afecte, de manera cierta e inmediata, algún derecho sustantivo 

protegido por las garantías individuales del quejoso.”20 

 

4.5.1. Procedencia. 

 

Antes de entrar al análisis de la procedencia del juicio de amparo indirecto o 

directo en materia fiscal, es necesario determinar en qué consiste la figura jurídica 

de la procedencia. Se entiende por tal a:   

 

“(T) la institución jurídico procesal en la que al presentarse 

determinadas circunstancias previstas en la Constitución Federal, 

en la Ley de Amparo o en la jurisprudencia,  los órganos 

jurisdiccionales de control constitucional se encuentran en la 

                                            
20 Ley de amparo y su interpretación por el Poder Judicial de la Federación; Suprema Corte de Justicia de la 
Nación; México; 2008. 



posibilidad jurídica de analizar y resolver sobre el fondo de la 

cuestión planteada en la demanda de garantías; es decir, se trata 

de la aptitud jurídica que tiene el juzgador de amparo para realizar 

el estudio y pronunciamiento de la constitucionalidad o 

inconstitucionalidad de los actos reclamados en función de  los 

conceptos de violación esgrimidos en su contra y a la  observación 

que haga el tribunal de los requisitos previos y condiciones  

establecidas en la propia ley de la materia, cuya petición debe 

hacerse por vía de acción contra leyes o actos que provengan de 

autoridad que violen las garantías individuales; por leyes o actos de 

la autoridad federal que vulneren o restrinjan la soberanía de los 

Estados o la esfera de la competencia del Distrito Federal; o bien, 

cuando se trate de leyes o actos de las autoridades de los Estados 

o del Distrito Federal que invadan la esfera de la competencia de la 

autoridad federal, tal y como lo prevén los artículos 103 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 1o. de la 

Ley de Amparo.”21 

 

La procedencia o improcedencia del amparo indirecto en materia fiscal se deriva 

del contenido del artículo 114 de la Ley de Amparo en vigor, que tengan un 

contenido fiscal o administrativo, esto es que las resoluciones y actos de 

autoridad a que se refiere el precepto citado, que dice así: 

El amparo se pedirá ante el juez de Distrito: 

I. Contra leyes federales o locales, tratados internacionales, reglamentos 

expedidos por el Presidente de la República de acuerdo con la fracción I del 

artículo 89 constitucional, reglamentos de leyes locales expedidos por los 

gobernadores de los Estados, u otros reglamentos, decretos o acuerdos de 

observancia general, que por su sola entrada en vigor o con motivo del primer 

acto de aplicación, causen perjuicios al quejoso; 

                                            
21 Suprema Corte de Justicia de la Nación; C.D. Ley de Amparo 2007; México; 2007. La búsqueda tiene que 
hacerse en Diccionario Jurídico, Procedencia. 



II. Contra actos que no provengan de tribunales judiciales,  administrativos o del 

trabajo. 

En estos casos, cuando el acto reclamado emane de un procedimiento seguido 

en forma de juicio, el amparo sólo podrá promoverse contra la resolución definitiva 

por violaciones cometidas en la misma resolución o durante el procedimiento, si 

por virtud de estas últimas hubiere quedado sin defensa el quejoso o privado de 

los derechos que la ley de la materia le conceda, a no ser que el amparo sea 

promovido por persona extraña a la controversia; 

III. Contra actos de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo ejecutados 

fuera de juicio o después de concluido. 

Si se trata de actos de ejecución de sentencia, sólo podrá promoverse el amparo 

contra la última resolución dictada en el procedimiento respectivo, pudiendo 

reclamarse en la misma demanda las demás violaciones cometidas durante ese 

procedimiento, que hubieren dejado sin defensa al quejoso. 

Tratándose de remates, sólo podrá promoverse el juicio contra la resolución 

definitiva en que se aprueben o desaprueben; 

IV. Contra actos en el juicio que tengan sobre las personas o las cosas una 

ejecución que sea de imposible reparación; 

V. Contra actos ejecutados dentro o fuera de juicio, que afecten a personas 

extrañas a él, cuando la ley no establezca a favor del afectado algún recurso 

ordinario o medio de defensa que pueda tener por efecto modificarlos o 

revocarlos, siempre que no se trate del juicio de tercería; 

VI. Contra leyes o actos de la autoridad federal o de los Estados, en los casos de 

las fracciones II y III del artículo 1o de esta ley. 

VII. Contra las resoluciones del Ministerio Público que confirmen el no ejercicio o 

el desistimiento de la acción penal, en los términos de lo dispuesto por el párrafo 

cuarto del artículo 21 constitucional. 

 

4.5.2. Tramitación. 

 



El juez de Distrito examinará ante todo, el escrito de demanda; y si encontrare 

motivo manifiesto e indudable de improcedencia, la desechará de plano, sin 

suspender el acto reclamado.22 

Si hubiere alguna irregularidad en el escrito de demanda, si se hubiere omitido en 

ella alguno de los requisitos a que se refiere el artículo 116 de la ley de amparo; si 

no se hubiese expresado con precisión el acto reclamado o no se hubiesen 

exhibido las copias que señala el artículo 120 de la ley de amparo, el Juez de 

Distrito mandará prevenir al promovente que llene los requisitos omitidos, haga las 

aclaraciones que corresponda, o presente las copias dentro del término de tres 

días, expresando en el auto relativo las irregularidades o deficiencias que deban 

llenarse, para que el promovente pueda subsanarlas en tiempo.  

Si el promovente no llenare los requisitos omitidos, no hiciere las aclaraciones 

conducentes o no presentare las copias dentro del término señalado, el juez de 

Distrito tendrá por no interpuesta la demanda, cuando el acto reclamado sólo 

afecte al patrimonio o derechos patrimoniales del quejoso. 

Fuera de los casos a que se refiere el párrafo anterior, transcurrido el término 

señalado sin haberse dado cumplimiento a la providencia relativa, el juez mandará 

correr traslado al Ministerio Público, por veinticuatro horas, y en vista de lo que 

éste exponga, admitirá o desechará la demanda, dentro de otras veinticuatro 

horas, según fuere procedente.23 

Si el juez de Distrito no encontrare motivos de improcedencia, o se hubiesen 

llenado los requisitos omitidos, admitirá la demanda y, en el mismo auto, pedirá 

informe con justificación a las autoridades responsables y hará saber dicha 

demanda al tercer perjudicado, si lo hubiere; señalará día y hora para la 

celebración de la audiencia, a más tardar dentro del término de treinta días, y 

dictará las demás providencias que procedan con arreglo a la ley de amparo.  

Al solicitarse el informe con justificación a la autoridad responsable, se le remitirá 

copia de la demanda, si no se hubiese enviado al pedirle informe previo. 

                                            
22Ley de amparo y su interpretación por el Poder Judicial de la Federación; Suprema Corte de Justicia de la 
Nación; México; 2008; ob. cit.; Artículo 145. 
23 Ibídem; Artículo 146 



Al tercero perjudicado se le entregará copia de la demanda por conducto del 

actuario o del secretario del juzgado de Distrito o de la autoridad que conozca del 

juicio, en el lugar en que éste se siga; y, fuera de él, por conducto de la autoridad 

responsable, la que deberá remitir la constancia de entrega respectiva, dentro del 

término de cuarenta y ocho horas.24 

Los jueces de Distrito o las autoridades judiciales que conozcan de los juicios de 

amparo, con arreglo a esta ley, deberán resolver si admiten o desechan las 

demandas de amparo dentro del término de veinticuatro horas, contadas desde la 

en que fueron presentadas.25 

Las autoridades responsables deberán rendir su informe con justificación dentro 

del término de cinco días, pero el juez de Distrito podrá ampliarlo hasta por otros 

cinco si estimara que la importancia del caso lo amerita. En todo caso, las 

autoridades responsables rendirán su informe con justificación con la anticipación 

que permita su conocimiento por el quejoso, al menos ocho días antes de la fecha 

para la celebración de la audiencia constitucional; si el informe no se rinde con 

dicha anticipación, el juez podrá diferir o suspender la audiencia, según lo que 

proceda, a solicitud del quejoso o del tercero perjudicado, solicitud que podrá 

hacerse verbalmente al momento de la audiencia.  

Las autoridades responsables deberán rendir su informe con justificación 

exponiendo las razones y fundamentos legales que estimen pertinentes para 

sostener la constitucionalidad del acto reclamado o la improcedencia del juicio y 

acompañarán, en su caso, copia certificada de las constancias que sean 

necesarias para apoyar dicho informe. 

Cuando la autoridad responsable no rinda su informe con justificación se 

presumirá cierto el acto reclamado, salvo prueba en contrario, quedando a cargo 

del quejoso la prueba de los hechos que determinen su inconstitucionalidad 

cuando dicho acto no sea violatorio de garantías en sí mismo, sino que su 

constitucionalidad o inconstitucionalidad dependa de los motivos, datos o pruebas 

en que se haya fundado el propio acto. 

                                            
24 Ibídem; Artículo 147. 
25 Ibídem; Artículo 148. 



Si la autoridad responsable no rinde informe con justificación, o lo hace sin remitir, 

en su caso, la copia certificada a que se refiere el párrafo segundo de este 

artículo, el juez de Distrito le impondrá, en la sentencia respectiva, una multa de 

diez a ciento cincuenta días de salario. No se considerará como omisión 

sancionable, aquella que ocurra debido al retardo en la toma de conocimiento del 

emplazamiento, circunstancia que deberá demostrar la autoridad responsable. 

Si el informe con justificación es rendido fuera del plazo que señala la ley para 

ello, será tomado en cuenta por el juez de Distrito siempre que las partes hayan 

tenido oportunidad de conocerlo y de preparar las pruebas que lo desvirtúen.26 

En el juicio de amparo es admisible toda clase de pruebas, excepto la de 

posiciones y las que fueren contra la moral o contra derecho.27 

Las pruebas deberán ofrecerse y rendirse en la audiencia del juicio, excepto la 

documental que podrá presentarse con anterioridad, sin perjuicio de que el juez 

haga relación de ella en la audiencia y la tenga como recibida en ese acto, aunque 

no exista gestión expresa del interesado.  

Cuando las partes tengan que rendir prueba testimonial o pericial para acreditar 

algún hecho, deberán anunciarla cinco días hábiles antes del señalado para la 

celebración de la audiencia constitucional, sin contar el del ofrecimiento ni el 

señalado para la propia audiencia, exhibiendo copia de los interrogatorios al tenor 

de los cuales deban ser examinados los testigos, o del cuestionario para los 

peritos. El juez ordenará que se entregue una copia a cada una de las partes, para 

que puedan formular por escrito o hacer verbalmente repreguntas, al verificarse la 

audiencia. No se admitirán más de tres testigos por cada hecho. La prueba de 

inspección ocular deberá ofrecerse con igual oportunidad que la testimonial y la 

pericial. 

Al promoverse la prueba pericial, el juez hará la designación de un perito, o de los 

que estime convenientes para la práctica de la diligencia; sin perjuicio de que cada 

parte pueda designar también un perito para que se asocie al nombrado por el 

juez o rinda dictamen por separado. 

                                            
26 Ibídem; Artículo 149. 
27 Ibídem; Artículo 150. 



Los peritos no son recusables, pero el nombrado por el juez deberá excusarse de 

conocer cuando en él concurra alguno de los impedimentos a que se refiere el 

artículo 66 de la ley de amparo. A ese efecto, al aceptar su nombramiento 

manifestará, bajo protesta de decir verdad, que no tiene ninguno de los 

impedimentos legales. 

La prueba pericial será calificada por el juez según prudente estimación.28 

La audiencia a que se refiere el artículo siguiente y la recepción de las pruebas, 

serán públicas.29 Abierta la audiencia se procederá a recibir, por su orden, las 

pruebas, los alegatos por escrito y, en su caso, el pedimento del Ministerio 

Público; acto continuo se dictará el fallo que corresponda.  

El quejoso podrá alegar verbalmente cuando se trate de actos que importen 

peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal, deportación, 

destierro o alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Federal, 

asentándose en autos extracto de sus alegaciones, si lo solicitare. 

En los demás casos, las partes podrán alegar verbalmente, pero sin exigir que sus 

alegaciones se hagan constar en autos, y sin que los alegatos puedan exceder de 

media hora por cada parte, incluyendo las réplicas y contrarréplicas. 

El Ministerio Público que actúe en el proceso penal, podrá formular alegatos por 

escrito en los juicios de amparo en los que se impugnen resoluciones 

jurisdiccionales. Para tal efecto, deberá notificársele la presentación de la 

demanda.30 

Con respecto a la suspensión en el amparo administrativo cabe comentar lo 

siguiente: 

Cuando el amparo se pida contra el cobro de contribuciones y aprovechamientos, 

podrá concederse discrecionalmente la suspensión del acto reclamado, la que 

surtirá efectos previo depósito del total en efectivo de la cantidad a nombre de la 

Tesorería de la Federación o la de la entidad federativa o municipio que 

corresponda, depósito que tendrá que cubrir el monto de las contribuciones, 

aprovechamientos, multas y accesorios que se lleguen a causar, asegurando con 

                                            
28 Ibídem; Artículo 151. 
29 Ibídem; Artículo 154. 
30 Ibídem; Artículo 155. 



ello el interés fiscal. En los casos en que se niegue el amparo, cuando exista 

sobreseimiento del mismo o bien cuando por alguna circunstancia se deje sin 

efectos la suspensión en el amparo, la autoridad responsable hará efectivos los 

depósitos.31 

 

4.6. Amparo directo. 

 

El otro tipo de amparo que es procedente en materia fiscal es el llamado Amparo 

Directo o uniinstancial, que es el juicio competencia de los Tribunales Colegiados 

de Circuito, que procede contra sentencias definitivas o laudos y resoluciones que 

pongan fin al juicio, respecto de los cuales no proceda recurso ordinario alguno 

por el que puedan ser modificadas o revocadas, ya sea que las violaciones se 

cometan en las resoluciones motivo de impugnación, o se hubieren cometido 

durante el procedimiento correspondiente a condición, en este último caso, de que 

afecten las defensas del quejoso y trasciendan al resultado del fallo.  

 

4.6.1. Procedencia. 

 

Por cuanto se refiere al amparo directo, la procedencia del mismo está 

determinada por otro precepto legal de la Ley de amparo, que es el artículo 158 

que dice así:  

El juicio de amparo directo es competencia del Tribunal Colegiado de Circuito que 

corresponda, en los términos establecidos por las fracciones V y VI del artículo 

107 constitucional, y procede contra sentencias definitivas o laudos y resoluciones 

que pongan fin al juicio, dictados por tribunales judiciales, administrativos o del 

trabajo, respecto de los cuales no proceda ningún recurso ordinario por el que 

puedan ser modificados o revocados, ya sea que la violación se cometa en ellos o 

que, cometida durante el procedimiento, afecte a las defensas del quejoso, 

trascendiendo al resultado del fallo, y por violaciones de garantías cometidas en 

las propias sentencias, laudos o resoluciones indicados. 

                                            
31 Ibídem; Artículo 135. 



Para los efectos de este artículo, sólo será procedente el juicio de amparo directo 

contra sentencias definitivas o laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, 

dictados por tribunales civiles, administrativos o del trabajo, cuando sean 

contrarios a la letra de la ley aplicable al caso, a su interpretación jurídica o a los 

principios generales de Derecho a falta de ley aplicable, cuando comprendan 

acciones, excepciones o cosas que no hayan sido objeto del juicio, o cuando no 

las comprendan todas, por omisión o negación expresa. 

Cuando dentro del juicio surjan cuestiones, que no sean de imposible reparación, 

sobre constitucionalidad de leyes, tratados internacionales o reglamentos, sólo 

podrán hacerse valer en el amparo directo que proceda en contra de la sentencia 

definitiva, laudo o resolución que ponga fin al juicio. 

En los juicios seguidos ante tribunales civiles, administrativos o del trabajo, se 

considerarán violadas las leyes del procedimiento y que se afectan las defensas 

del quejoso:  

I. Cuando no se le cite al juicio o se le cite en forma distinta de la prevenida por la 

ley; 

II. Cuando el quejoso haya sido mala o falsamente representado en el juicio de 

que se trate; 

III. Cuando no se le reciban las pruebas que legalmente haya ofrecido, o cuando 

no se reciban conforme a la ley; 

IV. Cuando se declare ilegalmente confeso al quejoso, a su representante o 

apoderado; 

V. Cuando se resuelva ilegalmente un incidente de nulidad; 

VI. Cuando no se le concedan los términos o prórrogas a que tuviere derecho con 

arreglo a la ley; 

VII. Cuando sin su culpa se reciban, sin su conocimiento, las pruebas ofrecidas 

por las otras partes, con excepción de las que fueren instrumentos públicos; 

VIII. Cuando no se le muestren algunos documentos o piezas de autos de manera 

que no pueda alegar sobre ellos; 



IX. Cuando se le desechen los recursos a que tuviere derecho con arreglo a la ley, 

respecto de providencias que afecten partes substanciales de procedimiento que 

produzcan indefensión, de acuerdo con las demás fracciones; 

X. Cuando el tribunal judicial, administrativo o del trabajo, continúe el 

procedimiento después de haberse promovido una competencia, o cuando el juez, 

magistrado o miembro de un tribunal del trabajo impedido o recusado, continúe 

conociendo del juicio, salvo los casos en que la ley lo faculte expresamente para 

proceder; 

XI. En los demás casos análogos a los de las fracciones que preceden, a juicio de 

la Suprema Corte de Justicia o de los Tribunales Colegiados de Circuito, según 

corresponda.32 

A ello hay que agregar que el artículo 37 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de 

la Federación, establece de forma precisa la competencia que tienen los 

Tribunales Colegiados en materia de amparo, así en el fracción I de dicho 

precepto dice así: 

 

“a) En materia penal, de sentencias o resoluciones dictadas por 

autoridades judiciales del orden común o federal, y de las dictadas 

en incidentes de reparación de daño exigible a personas distintas 

de los inculpados, o en los tribunales que conozcan o hayan 

conocido de los procesos respectivos o por tribunales diversos, en 

los juicios de responsabilidad civil, cuando la acción se funde en 

la comisión del delito de que se trate y de las sentencias o 

resoluciones dictadas por los Tribunales militares cualquiera que 

sean las penas impuestas. 

b) En materia administrativa, de sentencias o resoluciones 

dictadas por tribunales administrativos o judiciales sean, locales o 

federales. 

c) En materia civil o mercantil, de sentencias o resoluciones 

respecto de las que no proceda el recurso de apelación, de 

                                            
32 Ibídem; Artículo 159. 



acuerdo a las leyes que las rigen, o de sentencias o resoluciones 

dictadas en apelaciones en juicios del orden común o federal. 

d) En materia laboral, los laudos o resoluciones dictados por 

juntas o tribunales laborales federales o locales.”33 

 

Al respecto el artículo 161 dice: 

 

“(T) Las violaciones a las leyes del procedimiento a que se 

refieren los dos artículos anteriores sólo podrán reclamarse en la 

vía de amparo al promoverse la demanda contra la sentencia 

definitiva, laudo o resolución que ponga fin al juicio.  

En los juicios civiles, el agraviado se sujetará a las siguientes 

reglas: 

I. Deberá impugnar la violación en el curso mismo del 

procedimiento mediante el recurso ordinario y dentro del término 

que la ley respectiva señale. 

II. Si la ley no concede el recurso ordinario a que se refiere la 

fracción anterior o si, concediéndolo, el recurso fuere desechado o 

declarado improcedente, deberá invocar la violación como agravio 

en la segunda instancia, si se cometió en la primera. 

Estos requisitos no serán exigibles en amparos contra actos que 

afecten derechos de menores o incapaces, ni en los promovidos 

contra sentencias dictadas en controversias sobre acciones del 

estado civil o que afecten el orden y a la estabilidad de la 

familia.”34  

 

4.6.2. Tramitación. 

 

                                            
33 Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; Ley de Amparo y disposiciones Complementarias; ob. 
cit.; p. 127. 
34 Ley de amparo y su interpretación por el Poder Judicial de la Federación; Suprema Corte de Justicia de la 
Nación; México; 2008; ob. cit.; Artículo 161. 



El juicio de amparo directo está contemplado por la Ley de Amparo en los 

artículos 158 a 191. Tiene la peculiaridad, que por lo general posee una sola 

instancia, puesto que es conocido y resuelto por un Tribunal Colegiado de 

Circuito. Su procedencia está determinada respecto de las llamadas sentencia y 

resoluciones definitivas. Lo que hace necesario determinar cuáles son estas 

últimas. Para ello hay que remitirse a la Ley de Amparo que dice así: 

 

“Artículo 44. El amparo contra sentencias definitivas o laudos, sea 

que la violación se cometa durante el procedimiento o en la 

sentencia misma, o contra resoluciones que pongan fin al juicio, 

se promoverá por conducto de la autoridad responsable, la que 

procederá en los términos señalados en los artículos 167, 168 y 

169 de esta ley.”35 

 

Con la demanda de amparo deberá exhibirse una copia para el expediente de la 

autoridad responsable y una para cada una de la partes en el juicio constitucional; 

copias que la autoridad responsable entregará a aquéllas, emplazándolas para 

que, dentro de un término máximo de diez días, comparezcan ante el Tribunal 

Colegiado de Circuito a defender sus derechos.36 

Cuando no se presentaren las copias a que se refiere el artículo anterior, o no se 

presentaren todas las necesarias en asuntos del orden civil, administrativo o del 

trabajo, la autoridad responsable se abstendrá de remitir la demanda al Tribunal 

Colegiado de Circuito, y de proveer sobre la suspensión, y mandará prevenir al 

promovente que presente las copias omitidas dentro del término de cinco días. 

Transcurrido dicho término sin presentarlas, la autoridad responsable remitirá la 

demanda, con el informe relativo sobre la omisión de las copias, a dicho Tribunal, 

quien tendrá por no interpuesta la demanda. 37 

                                            
35 Ibídem; Artículo 44. 
36 Ibídem; Artículo 167. 
37 Ibídem; Artículo 168. 



El Tribunal Colegiado de Circuito examinará, ante todo, la demanda de amparo; y 

si encuentra motivos manifiestos de improcedencia, la desechará de plano y 

comunicará su resolución a la autoridad responsable.38 

Si hubiere irregularidad en el escrito de demanda, por no haber satisfecho los 

requisitos que establece el artículo 166 de la Ley de Amparo, el Tribunal 

Colegiado de Circuito señalará al promovente un término que no excederá de 

cinco días, para que subsane las omisiones o corrija los defectos en que hubiere 

incurrido, los que se precisarán en la providencia relativa.  

Si el quejoso no diere cumplimiento a lo dispuesto, se tendrá por no interpuesta la 

demanda y se comunicará la resolución a la autoridad responsable.39 

Si el Tribunal Colegiado de Circuito no encuentra motivo alguno de improcedencia 

o defecto en el escrito de demanda, o si fueron subsanadas las deficiencias a que 

se refiere el artículo anterior, admitirá aquélla y mandará notificar a las partes el 

acuerdo relativo.40 

El tercero perjudicado y el agente del Ministerio Público que hayan intervenido en 

el proceso en asuntos del orden penal, podrán presentar sus alegaciones por 

escrito directamente ante el Tribunal Colegiado de Circuito, dentro del término de 

diez días contados desde el día siguiente al del emplazamiento a que se refiere el 

artículo 167 de la Ley de Amparo.41 

Cuando el Ministerio Público solicite los autos para formular pedimento, deberá 

devolverlos dentro del término de diez días, contados a partir de la fecha en que 

los haya recibido. Si no devolviere los autos al expirar el término mencionado, el 

Tribunal Colegiado de Circuito mandará recogerlos de oficio.42 

La Suprema Corte de Justicia podrá ejercitar la facultad de atracción contenida en 

el párrafo final de la fracción V del artículo 107 constitucional, para conocer de un 

amparo directo que originalmente correspondería resolver a los Tribunales 

Colegiados de Circuito, de conformidad al siguiente procedimiento:  

                                            
38 Ibídem; Artículo 177. 
39 Ibídem; Artículo 178. 
40 Ibídem; Artículo 179. 
41 Ibídem; Artículo 180. 
42 Ibídem; Artículo 181. 



I. Cuando la Suprema Corte ejerza de oficio la facultad de atracción, se lo 

comunicará por escrito al correspondiente Tribunal Colegiado de Circuito, el cual 

en el término de quince días hábiles remitirá los autos originales a la Suprema 

Corte, notificando personalmente a las partes dicha remisión; 

II. Cuando el Procurador General de la República solicite a la Suprema Corte de 

Justicia que ejercite la facultad de atracción, presentará la petición 

correspondiente ante la propia Suprema Corte y comunicará dicha petición al 

Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento; recibida la petición, la Suprema 

Corte mandará pedir al Tribunal Colegiado de Circuito, si lo estima pertinente, que 

le remita los autos originales, dentro del término de quince días hábiles; recibidos 

los autos originales, en su caso, la Suprema Corte de Justicia, dentro de los 

treinta días siguientes, resolverá si ejercita la facultad de atracción, en cuyo caso 

lo informará al correspondiente Tribunal Colegiado de Circuito y procederá a 

dictar la resolución correspondiente; en caso negativo, notificará su resolución al 

Procurador General de la República y remitirá los autos, en su caso, al Tribunal 

Colegiado de Circuito para que dicte la resolución correspondiente;  

III. Si un Tribunal Colegiado de Circuito decidiera solicitar a la Suprema Corte de 

Justicia que ejercite la facultad de atracción, expresará las razones en que funde 

su petición y remitirá los autos originales a la Suprema Corte; la Suprema Corte, 

dentro de los treinta días siguientes al recibo de los autos originales, resolverá si 

ejercita la facultad de atracción, procediendo en consecuencia en los términos de 

la fracción anterior. 

Una vez decidido que la Suprema Corte de Justicia se avoca al conocimiento del 

amparo directo respectivo, se mandará turnar el expediente, dentro del término de 

diez días, al Ministro relator que corresponda a efecto de que formule por escrito, 

dentro de los treinta días siguientes, el proyecto de resolución relatada en forma 

de sentencia; se pasará copia de dicho proyecto a los demás Ministros, quedando 

los autos a su disposición, para su estudio, en la Secretaría. 

Cuando por la importancia del negocio o lo voluminoso del expediente, el Ministro 

relator estime que no sea bastante el plazo de treinta días para formular proyecto, 

pedirá la ampliación de dicho término por el tiempo que sea necesario. Formulado 



el proyecto de sentencia, se señalará día y hora para su discusión y resolución, 

en sesión pública, pudiendo aplazarse la resolución por una sola vez.43 

Cuando el quejoso alegue entre las violaciones de fondo, en asuntos del orden 

penal, la extinción de la acción persecutoria, el tribunal de amparo deberá 

estudiarla de preferencia; en el caso de que la estime fundada, o cuando, por no 

haberla alegado el quejoso, considere que debe suplirse la deficiencia de la queja, 

conforme al artículo 76 bis de la Ley de Amparo, se abstendrá de entrar al estudio 

de las otras violaciones. Si encontrare infundada dicha violación, entrará al 

examen de las demás violaciones.44 

Para la resolución de los asuntos en revisión o en materia de amparo directo, los 

Tribunales Colegiados de Circuito observarán las siguientes reglas:  

I. El Presidente turnará el expediente dentro del término de cinco días al 

Magistrado relator que corresponda, a efecto de que formule por escrito, el 

proyecto de resolución redactado en forma de sentencia, y 

II. El auto por virtud del cual se turne el expediente al Magistrado relator tendrá 

efectos de citación para sentencia, la que se pronunciará sin discusión pública, 

dentro de los quince días siguientes, por unanimidad o mayoría de votos.45 

Atraído, en su caso, un amparo directo por la Suprema Corte de Justicia, y hecho 

el estudio del asunto en los términos del artículo 182 de la Ley de Amparo, el 

presidente de la Sala citará para la audiencia en que habrá de discutirse y 

resolverse, dentro del término de diez días contados desde el siguiente al en que 

se haya distribuido el proyecto formulado por el Ministro relator.  

En cada Sala se formará una lista de los asuntos que deban verse en la 

audiencia, la cual se fijará el día anterior en lugar visible y surtirá los efectos de 

notificación del auto en que se cite para resolver. 

Los asuntos se fallarán en el orden en que se listen. Si no pudieren despacharse 

en la audiencia todos los asuntos listados, los restantes figurarán en la lista 

siguiente en primer lugar, sin perjuicio de que las Salas acuerden que se altere el 

                                            
43 Ibídem; Artículo 182. 
44 Ibídem; Artículo 183. 
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orden de la lista, que se retire algún asunto, o que se aplace la vista del mismo, 

cuando exista causa justificada. 

Ningún aplazamiento excederá del término de sesenta días hábiles.46 

El día señalado para la audiencia, el secretario respectivo dará cuenta del 

proyecto de resolución a que se refiere el artículo 182 de la Ley de Amparo, leerá 

las constancias que señalen los ministros y se pondrá a discusión el asunto. 

Suficientemente debatido, se procederá a la votación y, acto continuo, el 

Presidente hará la declaración que corresponda.  

El ministro que no estuviere conforme con el sentido de la resolución, podrá 

formular su voto particular, expresando los fundamentos del mismo y la resolución 

que estime debió dictarse. 

La resolución de la Sala se hará constar en autos bajo la firma del presidente y 

del secretario.47 

 

 

 

 

                                            
46 Ibídem; Artículo 185. 
47 Ibídem; Artículo 186. 


